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el apartado 1 del artículo 202 en cuanto se refiere
al «servicio interesado en la celebración del contrato».

el artículo 210.f), párrafo segundo, y el artícu-
lo 210.g), último inciso.

el apartado 2 del artículo 211.
los párrafos a), b) y d) del artículo 214.
el artículo 215, excepto el apartado 1.
el artículo 217.
el artículo 218.
el artículo 219.
la disposición adicional tercera.
la disposición adicional décima.
la disposición adicional decimocuarta.
la disposición transitoria tercera.
la disposición transitoria cuarta, y
la disposición transitoria séptima.

2. A los mismos efectos previstos en el apartado
anterior tendrán el carácter de máximos:

a) los plazos de dos meses, cuatro meses y ocho
meses previstos en el artículo 99.

b) los porcentajes del 10 y 30 y la cifra de
1.000.000.000 de pesetas (6.010.121,04 euros) que
figuran en el artículo 101.3.

c) el plazo de un mes mencionado en los aparta-
dos 2 y 4 del artículo 110.

d) los porcentajes del 2 del artículo 35.1 y del 4,
6, 20 y 16 que se recogen en el artículo 36, apartados 1,
3, 4 y 5 y el porcentaje del 20 que se repite en el
artículo 83.5.

e) las cuantías de los artículos 121, 176 y 201.

3. Las exigencias que para los contratos menores
se establecen en el artículo 56, tendrán la consideración
de mínimas a los mismos efectos.

Disposición final segunda. Referencias a las Adminis-
traciones públicas y a los órganos de la Administra-
ción General del Estado.

1. Cuando en el texto de la Ley se cite a la Admi-
nistración o a las Administraciones públicas, se enten-
derá que se hace referencia a todas las Administraciones,
organismos y entidades comprendidos en el ámbito de
aplicación del artículo 1.

2. Asimismo, cuando se haga referencia a órganos
de la Administración General del Estado deberá enten-
derse hecha, en todo caso, a los que correspondan de
las restantes Administraciones públicas, organismos y
entidades comprendidos en el ámbito de aplicación del
artículo 1, salvo las que se hacen a los siguientes órga-
nos:

a) al Ministro de Hacienda y a la Junta Consultiva
de Contratación Administrativa, en el artículo 21,

b) al Ministro de Hacienda, en el artículo 25, apar-
tado 1 del artículo 33 y disposición adicional segunda,

c) a la Junta Consultiva de Contratación Adminis-
trativa, en el apartado 2 y en el apartado 4 del artículo 28;
en el apartado 1 del artículo 33, y en el artículo 34.

d) a la Junta Consultiva de Contratación Adminis-
trativa, en los artículos 58, 117 y 118,

e) al Consejo de Ministros y a la Junta Consultiva
de Contratación Administrativa, en el artículo 104.1, y
a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Eco-
nómicos, en el artículo 104.4, y

f) al Consejo de Ministros, en la disposición adicional
primera.

Disposición final tercera. Carácter básico de las normas
de desarrollo.

Las normas que, en desarrollo de esta Ley, promulgue
la Administración General del Estado podrán tener carác-
ter de básicas cuando constituyan el complemento nece-
sario de dicho carácter respecto de los artículos que
lo tienen atribuido conforme a la disposición final primera
y así se señale en la propia norma de desarrollo.

Disposición final cuarta. Información sobre obligacio-
nes de carácter laboral.

Los órganos de contratación podrán señalar en los
pliegos de cláusulas administrativas particulares la auto-
ridad o autoridades de las que los licitadores puedan
obtener informaciones sobre las obligaciones relativas
a las disposiciones sobre protección y condiciones de
trabajo vigentes en el territorio en el que vayan a eje-
cutarse las obras o prestarse los servicios, en cuyo
supuesto solicitarán a los licitadores que manifiesten si
han tenido en cuenta en sus ofertas tales obligaciones.

MINISTERIO DE AGRICULTURA,
PESCA Y ALIMENTACIÓN

11534 REAL DECRETO 686/2000, de 12 de mayo,
por el que se aprueba el Reglamento de la
Ley 2/2000, de 7 de enero, reguladora de
los contratos tipo de productos agroalimen-
tarios.

La disposición final primera de la Ley 2/2000, de 7
de enero, reguladora de los contratos tipo de productos
agroalimentarios, faculta al Gobierno para dictar cuantas
disposiciones sean necesarias para el desarrollo y eje-
cución de la Ley.

El presente Real Decreto regula los contratos tipo
de productos agroalimentarios cuyo ámbito de aplicación
se extienda a más de una Comunidad Autónoma.

En los capítulos I y II del presente Real Decreto se
desarrollan los procedimientos de homologación y
prórroga de los contratos tipo agroalimentarios. El carác-
ter simplificador de dichos procedimientos es uno de
los elementos que deben resaltarse y que tiende a faci-
litar a las organizaciones representativas su participación
en las propuestas de homologación de contratos tipo.

El capítulo III regula el procedimiento para la solución
de las controversias que se produzcan en la interpre-
tación y ejecución de los contratos de compraventa ajus-
tados al contrato tipo homologado, confiriendo un des-
tacado papel mediador a las comisiones de seguimiento.
Sólo cuando éstas no hayan podido lograr una solución
satisfactoria en el plazo establecido, podrán las partes
recurrir al arbitraje.

Finalmente, se dedica el capítulo IV a desarrollar el
artículo 4 de la Ley relativo a las comisiones de segui-
miento, que se configuran como elemento clave de los
contratos tipo y suponen un nexo de unión con las orga-
nizaciones interprofesionales agroalimentarias, habilita-
das para proponer contratos tipo y designar en su seno
a la correspondiente comisión de seguimiento.

En su tramitación han sido consultadas las Comu-
nidades Autónomas y los sectores afectados.
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En su virtud, a propuesta del Ministro de Agricultura,
Pesca y Alimentación, con la aprobación del Ministro
de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo
de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros
en su reunión del día 12 de mayo de 2000,

D I S P O N G O :

CAPÍTULO I

Homologación de los contratos tipo agroalimentarios

Artículo 1. Objeto.

El presente Real Decreto tiene por objeto desarrollar
la Ley 2/2000, de 7 de enero, reguladora de los con-
tratos tipo de productos agroalimentarios, cuyo ámbito
de aplicación se extienda a más de una Comunidad
Autónoma.

Artículo 2. Solicitud de homologación.

La solicitud de homologación de un contrato tipo
agroalimentario, firmada por los proponentes, se dirigirá
al Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación, pudién-
dose presentar en cualquiera de los lugares previstos
en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 3. Documentación a presentar.

1. La solicitud de homologación deberá acompañar-
se de la documentación siguiente:

a) Texto íntegro del contrato tipo propuesto.
b) Memoria justificativa expresiva del ámbito terri-

torial de aplicación del contrato, con indicación del volu-
men previsible de contratación e importancia económica
de las transacciones comerciales.

c) Documento acreditativo del compromiso de los
proponentes de constituir la comisión de seguimiento,
en el plazo establecido en el artículo 18 del presente
Real Decreto.

2. En el supuesto de que se prevea recabar apor-
taciones económicas de los signatarios de los contratos
de compraventa ajustados al contrato tipo, se presentará
además una memoria complementaria con el siguiente
contenido:

a) Justificación de la necesidad de realizar aporta-
ciones económicas.

b) Objetivos y finalidades que se pretenden alcanzar.
c) Programa de actuaciones previstas.
d) Cuantía de las aportaciones y procedimiento de

obtención, haciendo constar expresamente si se reca-
barán aportaciones diferenciadas por subcomisiones.

e) Presupuesto detallado de las acciones.
f) Mecanismos de control que garanticen la correc-

ta aplicación de los fondos percibidos.

Artículo 4. Plazo de presentación de la solicitud.

La solicitud de homologación de un contrato tipo
agroalimentario, que vaya a tener su aplicación en una
campaña determinada, deberá presentarse con una ante-
lación mínima de un mes al comienzo de dicha campaña.

Artículo 5. Instrucción del procedimiento y propuesta
de resolución.

La Dirección General de Alimentación analizará la via-
bilidad del contrato objeto de la solicitud de homolo-

gación, así como su trascendencia y la no perturbación
del sector y elevará la correspondiente propuesta de
resolución al Ministro de Agricultura, Pesca y Alimen-
tación, teniendo en cuenta los informes que, en su caso,
hayan realizado las Comunidades Autónomas.

Artículo 6. Resolución.

Corresponde al Ministro de Agricultura, Pesca y Ali-
mentación resolver sobre la homologación de los con-
tratos tipo agroalimentarios, cuyo ámbito de aplicación
se extienda a más de una Comunidad Autónoma. En
la homologación se hará constar expresamente el perío-
do de vigencia y la correspondiente orden se publicará
en el «Boletín Oficial del Estado» con el texto íntegro
del contrato tipo.

CAPÍTULO II

Prórroga de la homologación de los contratos tipo
agroalimentarios

Artículo 7. Solicitud de la prórroga de la homologación.

1. Homologado un contrato tipo agroalimentario,
corresponde a la comisión de seguimiento solicitar la
prórroga de homologación, antes de que finalice su
vigencia y en todo caso con una antelación mínima de
un mes al comienzo de la campaña en que deba surtir
efectos.

2. La solicitud de prórroga, dirigida al Ministro de
Agricultura, Pesca y Alimentación, podrá presentarse en
cualquiera de los lugares previstos en el artículo 38.4
de la Ley 30/1992.

Artículo 8. Documentación a presentar.

Junto con la solicitud de prórroga de homologación
deberá presentarse la siguiente documentación:

a) Memoria que recoja un avance de los datos fun-
damentales de la contratación efectuada al amparo del
contrato tipo homologado cuya prórroga se pretende.

b) Informe provisional de gestión de los ingresos
percibidos, de las actuaciones realizadas, así como del
cumplimiento de los objetivos previstos, en el supuesto
de que se hayan recaudado aportaciones económicas
al amparo del contrato tipo homologado.

c) Memoria complementaria, con el contenido des-
crito en el apartado 2 del artículo 3 del presente Real
Decreto, si la comisión de seguimiento tiene previsto
recabar aportaciones económicas.

d) Modificaciones del contrato tipo homologado
cuya vigencia termina, referidas al período de aplicación
o a modificaciones en la reglamentación del sector de
que se trate.

Artículo 9. Instrucción y resolución del procedimiento
de prórroga.

1. La Dirección General de Alimentación instruirá
el procedimiento de prórroga de homologación, debien-
do elaborar la propuesta de resolución para su elevación
al Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación, una
vez tenidos en consideración los informes que, en su
caso, hayan realizado las Comunidades Autónomas.

2. El Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación,
resolverá sobre la prórroga de la homologación de los
contratos tipo de productos agroalimentarios.

3. La Orden ministerial por la que se prorrogue la
homologación de un contrato tipo agroalimentario deter-
minará el plazo de vigencia y se publicará en el «Boletín
Oficial del Estado», figurando como anexo el texto íntegro
del contrato tipo.
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CAPÍTULO III

Solución de las controversias

Artículo 10. Sometimiento de las controversias a las
comisiones de seguimiento.

1. Las diferencias y conflictos que puedan plantear-
se en la interpretación y cumplimiento de los contratos
de compraventa ajustados al contrato tipo homologado,
se someterán por las partes a la comisión de seguimiento
para su solución.

2. El plazo de notificación de los conflictos a la comi-
sión de seguimiento será el que se establezca en el texto
del contrato tipo agroalimentario. En caso de no fijarse
ninguno en dicho contrato tipo el plazo máximo será
de setenta y dos horas a contar desde que se produzca
el conflicto.

Artículo 11. Deber de colaboración con las comisiones
de seguimiento.

Las partes suscribientes de los contratos deberán faci-
litar a la comisión de seguimiento la información y docu-
mentación necesarias para la resolución de la contro-
versia suscitada, comprometiéndose a abonar, en su
caso, los gastos originados por dicha intervención.

Artículo 12. Gastos de las actuaciones de las comi-
siones de seguimiento.

1. Corresponde a los signatarios de los contratos
satisfacer los gastos originados en la solución de las
discrepancias, en proporción a la cuantía causada por
cada uno de ellos, salvo notoria mala fe de una de las
partes, apreciada por la comisión de seguimiento, en
cuyo caso deberá pagar la totalidad del coste de las
actuaciones practicadas.

2. Cuando las comisiones de seguimiento reciban
aportaciones económicas y esté previsto expresamente
en su presupuesto de gastos, podrán asumir el coste
de sus actuaciones, sin repercutirlo en las partes inter-
vinientes en el conflicto.

Artículo 13. Abstención de los miembros de las comi-
siones de seguimiento.

1. No podrán intervenir en la solución de las dife-
rencias planteadas aquellos miembros de las comisiones
de seguimiento que tengan con las partes o con la con-
troversia que se les somete, alguna de las relaciones
que establecen la posibilidad de abstención y recusación
de un juez.

2. Los miembros de las comisiones de seguimiento
podrán ser recusados por las partes por las mismas cau-
sas que los jueces.

3. Cuando se den algunas de las circunstancias del
apartado 1 anterior, o un miembro de la comisión de
seguimiento acepte la recusación, se procederá a desig-
nar un sustituto en la misma forma en que se hubiese
nombrado al titular sustituido.

Artículo 14. Plazo de la propuesta de solución.

En el plazo máximo de un mes, prorrogable por igual
período, a partir de la notificación del conflicto por alguna
de las partes, la comisión de seguimiento deberá pro-
poner una solución que se someterá a la consideración
de éstas para su aceptación.

Artículo 15. Arbitraje.

1. En el caso de que por la comisión de seguimiento
no se lograra una solución al conflicto en el plazo seña-
lado en el artículo anterior, o en el de discrepancia con
la solución propuesta, las partes podrán recurrir al arbi-
traje.

2. El procedimiento arbitral será el establecido en
la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje.

CAPÍTULO IV

Comisiones de seguimiento

Artículo 16. Concepto.

Las comisiones de seguimiento de los contratos tipo
de productos agroalimentarios son entidades con per-
sonalidad jurídica propia e independiente de la de sus
miembros, naturaleza privada y carácter representativo,
careciendo de ánimo de lucro.

Artículo 17. Composición.

1. Las comisiones de seguimiento se compondrán
del número de vocales que libremente decidan los pro-
ponentes de los contratos tipo. El número de vocales
representativos y de votos de la parte vendedora será
el mismo que el de vocales representativos y votos de
la parte compradora.

2. Una vez constituida la comisión de seguimiento,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo siguiente,
podrá admitir en su seno a vocales representativos de
las partes signatarias del contrato que no hubiesen pro-
puesto su homologación, siempre que se respete la pari-
dad entre representantes y votos de las partes vendedora
y compradora.

Artículo 18. Constitución.

1. En el plazo máximo de un mes, a partir del día
siguiente a la publicación en el «Boletín Oficial del Esta-
do» del contrato tipo agroalimentario homologado, debe-
rá constituirse formalmente la comisión de seguimiento
correspondiente.

2. Una vez constituida la comisión de seguimiento,
se remitirá copia del acta de constitución, en el plazo
máximo de quince días contados a partir de la fecha
de constitución, a la Dirección General de Alimentación
que procederá a su inscripción en el Registro de Comi-
siones de Seguimiento.

Artículo 19. Control de las actividades de las comisio-
nes de seguimiento.

1. Las comisiones de seguimiento remitirán a la
Dirección General de Alimentación, en el plazo máximo
de un mes desde la finalización de la correspondiente
campaña, los siguientes datos:

a) Número de contratos de compraventa firmados
al amparo del contrato tipo homologado.

b) Cantidad de producto e importe de la contrata-
ción efectuada.

c) Memoria de actuaciones, evaluación del cumpli-
miento de objetivos, grado de conflictividad en la eje-
cución de los contratos y análisis global sobre la impor-
tancia del contrato tipo agroalimentario en el sector.

2. Para el cumplimiento de la obligación establecida
en el apartado anterior, los contratos de compraventa
ajustados al contrato tipo homologado se firmarán, al
menos por triplicado, quedando un ejemplar en poder
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del vendedor, otro en poder del comprador y remitién-
dose el tercero por éste a la comisión de seguimiento,
donde quedará depositado.

3. Las comisiones de seguimiento que recaben
aportaciones económicas remitirán a la Dirección Gene-
ral de Alimentación, en el plazo máximo de un mes desde
la aprobación de las cuentas del ejercicio, los documen-
tos siguientes:

a) Cuentas anuales e informe de gestión del ejer-
cicio o campaña correspondiente.

b) Resultados de la auditoría de cuentas anuales.

Artículo 20. Subcomisiones.

1. Las comisiones de seguimiento podrán estable-
cer subcomisiones de seguimiento en ámbitos territo-
riales concretos, para un único contrato tipo agroalimen-
tario, cuando las circunstancias del mercado lo hagan
conveniente.

2. La composición de las subcomisiones respetará
la paridad entre los representantes de las partes ven-
dedora y compradora.

3. Las subcomisiones no precisarán de personalidad
jurídica propia, ni podrán recabar aportaciones econó-
micas distintas de las acordadas por la comisión de segui-
miento correspondiente.

4. Las subcomisiones realizarán aquellas funciones
que expresamente les sean atribuidas por la comisión
de seguimiento de la que emanan.

Disposición final primera. Habilitación normativa.

Se faculta al Ministro de Agricultura, Pesca y Alimen-
tación para que, en el ámbito de sus competencias, dicte
cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo
y aplicación del presente Real Decreto y en particular
para establecer líneas de ayudas y subvenciones públicas
para el fomento de los contratos tipo de productos
agroalimentarios.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a 12 de mayo de 2000.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Agricultura, Pesca
y Alimentación,

MIGUEL ARIAS CAÑETE

11535 REAL DECRETO 806/2000, de 19 de mayo,
por el que se fija la cuantía de los módulos
base que deberán aplicarse para el cálculo
de la indemnización compensatoria básica
en determinadas zonas desfavorecidas en el
año 2000.

En la disposición adicional segunda del Real Decreto
1893/1999, de 10 de diciembre, sobre pagos por super-
ficie a determinados productos agrícolas, se establece
que para facilitar el tránsito del Reglamento (CE)
950/1997, del Consejo, de 20 de mayo, a lo establecido
en el Reglamento (CE) 1257/1999, del Consejo, de 17
de mayo, sobre ayudas al desarrollo rural a cargo del
FEOGA-Garantía, en el año 2000, se prorroga la indem-

nización compensatoria en determinadas zonas desfa-
vorecidas, reguladas en el Real Decreto 466/1990, de
6 de abril, por el que se regula la indemnización com-
pensatoria en determinadas zonas desfavorecidas.

En la disposición adicional primera del Real Decreto
466/1990, de 6 de abril, se establece que el Gobierno
aprobará anualmente, a propuesta del Ministro de Agri-
cultura, Pesca y Alimentación, la cuantía de los módulos
base que deben aplicarse para el cálculo de la indem-
nización compensatoria básica.

Los Reales Decretos 633/1993, de 3 de mayo;
971/1994, de 13 de mayo; 488/1995, de 7 de abril;
659/1996, de 19 de abril; 163/1997, de 7 de febrero;
555/1998, de 2 de abril, y 256/1999, de 12 de febrero,
fijaron la cuantía de los módulos base que deberían apli-
carse para el cálculo de la indemnización compensatoria
básica en determinadas zonas desfavorecidas en los
años 1993, 1994, 1995, 1996, 1997, 1998 y 1999,
respectivamente.

Con el fin de aproximar las cantidades que se abonan
por indemnización compensatoria al nivel promedio de
la Unión Europea, en el presente Real Decreto se incre-
menta en un 2 por 100 respecto de 1999 la cuantía
de los módulos base a aplicar para el cálculo de la indem-
nización compensatoria básica, así como la cantidad
mínima de las ayudas a percibir por cada beneficiario.

Este Real Decreto se dicta en virtud de la competencia
estatal en materia de bases y coordinación de la pla-
nificación general de la actividad económica prevista en
el artículo 149.1.13.a de la Constitución Española.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Agricultura,
Pesca y Alimentación y previa deliberación del Consejo
de Ministros en su reunión del día 19 de mayo de 2000,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Cuantía de los módulos.

1. La cuantía de los módulos base que deben apli-
carse en el año 2000 para el cálculo de la indemnización
compensatoria básica, establecida por el Real Decreto
466/1990, de 6 de abril, por el que se regula la indem-
nización compensatoria en determinadas zonas desfa-
vorecidas, es la siguiente:

a) Nueve mil ochocientas setenta y cuatro pesetas
para las explotaciones ubicadas en los términos muni-
cipales calificados como de montaña e incluidos en el
párrafo a) del artículo 1 del Real Decreto 466/1990.

b) Cinco mil novecientas tres pesetas para las explo-
taciones localizadas en los términos municipales cali-
ficados como zonas desfavorecidas por despoblamiento
e incluidos en el párrafo b) del artículo 1 del Real Decreto
466/1990.

2. En las zonas de influencia socioeconómica de
los parques nacionales y en las zonas incluidas en el
Plan de ordenación de los recursos naturales de Picos
de Europa y del área de Monfragüe, las cuantías de los
módulos base son las siguientes:

a) Diecinueve mil setecientas cuarenta y ocho pese-
tas para las explotaciones situadas en los términos muni-
cipales calificados como de montaña e incluidos en el
párrafo a) del artículo 1 del Real Decreto 466/1990.

b) Once mil ochocientas seis pesetas para las explo-
taciones ubicadas en los términos municipales califica-
dos como zonas desfavorecidas por despoblamiento e
incluidos en el párrafo b) del artículo 1 del Real Decreto
466/1990, y los calificados como de limitaciones espe-
cíficas incluidos en el párrafo c) del artículo 1 de dicho
Real Decreto en relación con el Real Decreto 633/1993.


